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Accionante: 
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Accionado:
 INSTITUTO AGROPECUARIO VERACRUZ Y OTRO
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 
DERECHO A LA EDUCACIÓN /  CUPO ESCOLAR / DERECHO A LA EDUCACIÓN SE GARANTIZA EN OTRO CENTRO EDUCATIVO AVALADO POR SECRETARÍA DE EDUCACIÓN / AUSENCIA DE PRUEBA DE VULNERACIÓN DEL DERECHO / Aunado a lo anterior, frente a la petición de la accionante para que el Instituto Agropecuario Veracruz le asignara a su hijo un cupo para la vigencia 2018 para cursar 7º de bachillerato, se evidencia que ese centro educativo le informó a la actora la problemática en dicho plantel a raíz del sobre cupo de estudiantes, por lo que la conminaron para que se presentara a otras sedes del municipio de Santa Rosa de Cabal cercanas igualmente a su domicilio (Fls. 4 y 5). Enfrentadas las partes, esta Sala considera que al menor J.A.A.V. no se le vulneraron sus garantías constitucionales, toda vez que el mismo se encontraba matriculado en el colegio Bachillerato Bienestar Rural, del que no quedó acreditado que la calidad de educación es inapropiada, toda vez que ese plantel cuenta con un programa educativo con una metodología especial que garantiza una excelente prestación de dicho servicio, según lo dicho por la Secretaría Departamental de Educación.
(…)

Así las cosas, para la Sala los argumentos de la señora Vega Flórez en cuanto a que su hijo no recibe la educación pertinente en el centro educativo donde se encuentra matriculado no tiene fundamento alguno.  Además, se debe recordar que fue ella la que decidió retirar al menor del Instituto Agropecuario Veracruz en el año 2016 al parecer para salir del país, por lo que dicha institución no estaba en la obligación de mantener el cupo académico para la época en que quisiera volver a ingresar a la misma.  De tal manera, que aun cuando el menor J.A.A.V. goza de especial protección constitucional, se infiere que el deseo de su progenitora es ver a su hijo cursando estudios en el instituto donde inició su primaria, circunstancia que no lleva al juez de tutela al convencimiento de que sus garantías están siendo afectadas.  Por lo tanto, no se puede conceder el amparo invocado bajo la base de una hipótesis o afirmación no sustentada en una prueba veraz que demuestre la conculcación de un derecho fundamental 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiuno (21) de febrero de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0173
Hora: 3:10 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la accionante, señora Sandra Viviana Vega Flórez en contra del fallo de tutela emitido por el 11 de diciembre de 2017 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra del Instituto Agropecuario Veracruz y la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda.
2. ANTECEDENTES
2.1. Indicó la señora Sandra Viviana Vega Flórez que su hijo J.A.A.V., de 14 años de edad, se encontraba cursando séptimo grado en el colegio Bienestar Rural ubicado en la vereda Santo Domingo en Santa Rosa de Cabal, institución que consideró la actora  no le estaba proporcionando un estudio apropiado; además, de la manifestación del menor en el sentido que deseaba otro colegio que le brindara una mejor educación.

Por lo anterior, la accionante radicó un derecho de petición ante el Instituto Agropecuario Veracruz, el cual se encuentra cerca a su domicilio, en el que solicitó un cupo para el grado séptimo para el año 2018.  Al respecto, el 4 de octubre de 2017 recibió como respuesta que esa institución tiene sobre cupo en todos los grados y que el séptimo grado no era la excepción, por cuanto en la actualidad no poseía la infraestructura adecuada para atender un grupo superior a la capacidad instalada.  En tal sentido, le recomendaron que gestionara el cupo del menor en otra institución educativa, aun cuando el mismo contaba con el cupo en el bachillerato rural.
Agregó la señora Vega Flórez que su familia es de escasos recursos económicos, por lo que no pueden sufragar los gastos de transporte que requiere su hijo para estudiar en otro colegio que no sea cerca de su residencia e insistió que el mismo requiere un cupo en otra institución de mejor calidad.  En tal sentido, consideró que la acción de tutela procede para la protección de los derechos fundamentales del menor J.A.A.V.
Por lo anterior, solicitó cual solicitó que se ordene al Instituto Agropecuario Veracruz y a la Secretaria de Educación Departamental asignar un cupo al menor J.A.A.V., por ser esa institución la más cercana a su residencia y ante la imposibilidad de asumir los costos de un transporte para otro colegio.

2.2. La actora adjuntó copia de la tarjeta de identidad del menor J.A.A.V. y de la respuesta emitida por la rectora del Instituto Agropecuario Veracruz (Fls. 3-5).

2.3. La juez de primer grado avocó el conocimiento de la demanda de tutela y ordenó correr traslado de la misma al Instituto Agropecuario Veracruz y la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda (Fl. 12).

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. INSTITUTO AGROPECUARIO VERACRUZ
Su representante legal se refirió a cada uno de los hechos expuestos en la demanda de tutela para señalar que a la accionante se le había explicado, en la respuesta su petición, que ese Instituto tiene sobrecupo en todos los grados y el séptimo grado no era la excepción, siendo esto de amplio conocimiento por la Secretaría de Educación Departamental y la Secretaría de Desarrollo Municipal, habida cuenta que en la actualidad existe aproximadamente un total de 670 estudiantes, pese a tener una capacidad instalada para 609 estudiantes, y contando con el ingreso de 165 más para el 69 grado, por lo que se tendrán 132 estudiantes en sobrecupo. 
Como consecuencia de lo anterior, se le recomendó a la accionante que gestionara el cupo del menor ante otras instituciones educativas tales como la Nacional Francisco José de Caldas, Lorencita Villegas, Instituto Tecnológico, entre otros, del municipio de Santa Rosa de Cabal.  Además, se le indicó que podía acudir ante la Secretaría de Desarrollo Social de la Alcaldía Municipal de Santa Rosa de Cabal para solicitar transporte estudiantil, toda vez que allí se tiene como prioridad suscribir contrato con el objeto de trasladar gratuitamente estudiantes de bajos recursos a las diferentes instituciones educativas del municipio.

Así mismo recalcó que en el año 2009 el menor J.A.A.V cursó en el Instituto Agropecuario Veracruz el grado de transición hasta el 2011 en el que se renovó el cupo para el año lectivo 2012 sin que el menor se hubiera presentado a estudiar, ni evidencia cuál fue el motivo de su deserción.

Indicó que la accionante solicitó cupo para el grado 5º  para el 2 de febrero de 2014 el cual fue e efectivamente asignado; sin embargo la accionante le canceló la matrícula el 6 de abril de 2016 porque el menor se trasladaba para otro país. 

Por lo anterior, solicitó que se negaran las pretensiones de la accionante (Fls. 13-17).

Adjuntó las pruebas que sustentan sus dichos (Fls. 18-36).

3.2.  SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL  DE RISARALDA
El Director Administrativo y Recursos Humanos afirmó que el Bachillerato Bienestar Rural tiene un sistema de aprendizaje tutorial (SAT), además de ser una de las instituciones más grandes con que cuenta el departamento de Risaralda, es un plantel que cumple con todos los índices de calidad educativa, es un modelo flexible en educación, un ejemplo en el país y dotado con personal docente y administrativo con todas las capacidades.
Reiteró que la institución Bachillerato Bienestar Rural cuenta con una metodología especial que garantiza una excelente educación, lo que va en contravía a lo afirmado por la accionante, pues no se puede hablar de mala calidad educativa cuando uno de sus estudiantes ha sido el mejor en el departamento en las pruebas del estado y sus egresados se encuentran estudiando carreras técnicas y profesionales.
Consideró que la calidad educativa ofrecida en todos los planteles educativos y los municipios es la misma, es decir, educación de calidad; de tal manera, que al  menor J.A.A.V. no se le han vulnerado sus derechos fundamentales.

Por lo anterior, solicitó declarar improcedente la presente acción, y por lo tanto no acceder a la pretensión solicitada por la accionante (Fls. 38 y 43).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 11 de diciembre de 2016, el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Pereira negó la acción de tutela interpuesta por la señora Sandra Viviana Vega Flórez, por cuanto no evidenció un perjuicio irremediable en el entendido de que al menor J.A.A.V. no se le estaba negando el derecho que él tiene a acceder a la educación, ya que en el momento se encuentra estudiando en la institución Bachillerato Bienestar Rural, el que cumple con todos los requerimientos de calidad educativa, tal como lo manifestó la Secretaría de Educación de Risaralda (Fls. 44-47)
La señora Sandra Viviana Vega Flórez fue notificada personalmente del contenido de la sentencia anterior el 11 de diciembre de 2017 y frente a su firma manifestó que apelaba la misma (Fl. 48).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

5.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal mediante el cual negó la acción de tutela a la señora Sandra Viviana Vega Flórez, fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocarla.
5.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
5.4. En lo que tiene que ver con el derecho fundamental a la educación de un menor de edad invocado por la accionante, la Corte Constitucional ha reiterado que frente a los niños, niñas y adolescentes en consideración a la condición de debilidad manifiesta y extrema vulnerabilidad en que se encuentran por su condición de ser humano en proceso de formación y desarrollo, existe corresponsabilidad de la familia, la sociedad y el Estado frente a la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos, tal como se observa en la Sentencia T-008 de 2016 cuando indicó que:
 
“Uno de tales derechos es a la educación, contemplado en el mismo artículo 44 de la Constitución como derecho fundamental de los niños y niñas.
 
Esta corresponsabilidad en relación con el derecho a la educación se encuentra expresamente consagrada en el inciso 3º del artículo 67 de la Constitución, que igualmente establece la educación será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica.
 
El carácter fundamental del derecho a la educación es un desarrollo de preceptos constitucionales, como lo son los artículos 67 y 68 de la Carta Política, definido como un servicio público con una función social. Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional, ha reconocido que dicho derecho, tiene carácter de fundamental en dos eventos: (i) cuando se amenace otro derecho de igual raigambre, y cuando el titular del derecho es un sujeto de especial protección, como es el caso de los menores de edad.
 
La jurisprudencia Constitucional ha señalado que recae sobre el Estado la obligación de propender por la protección del derecho a la educación, por cuanto está permite el desarrollo de las capacidades no solo intelectuales, sino culturales y formativas del ser humano con el fin de mejorar las alternativas de vida de las personas.
(…) La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha sostenido que el derecho a la educación comporta las siguientes características:  (i) es objeto de protección especial del Estado; (ii) es presupuesto básico de la efectividad de otros derechos fundamentales, tales como la escogencia de una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en materia educativa y de realización personal y el libre desarrollo de la personalidad, entre otros; (iii) es uno de los fines esenciales del Estado Social Democrático de Derecho; (iv) está comprendido por la potestad de sus titulares de reclamar el acceso y la permanencia en el sistema educativo o a uno que permita una “adecuada formación”; (v) se trata de un derecho deber y genera obligaciones recíprocas entre todos los actores del proceso educativo.
 
Del artículo 67 constitucional se predica que el derecho a la educación comporta múltiples proyecciones; como derecho fundamental, como derecho prestacional y como un derecho-deber.
  
 (…) el derecho fundamental a la educación de los menores de 18 años cobra especial relevancia en atención al principio del interés superior del niño, el cual debe responder a sus necesidades. El Estado tiene la obligación de determina las medidas pertinentes para la prestación del servicio, las cuales, deben atender al interés de niños, niñas y adolescentes sobre otras consideraciones y derechos, para así apuntar a que reciban un trato preferente, de forma que se garantice su desarrollo integral y armónico como miembro de la sociedad, no sólo como sujetos de protección especial sino como plenos sujetos de derecho”.  (Subrayas nuestras)
 
Significa lo anterior que los menores de edad deben recibir un tratamiento preferencial y en tal  sentido, se les reconoce el derecho a acceder una educación lo cual está en cabeza del Estado el cual tiene la obligación de adoptar medidas para que se les provea a los mismos una adecuada institución educativa a la que puedan asistir y responder a sus necesidades dependiendo a las circunstancias especiales que presenten.

5.5. De conformidad con las pruebas que obran en la foliatura, es de resaltar que el menor J.A.A.V. fue matriculado en el Instituto Agropecuario Veracruz en el año 2009 para cursar el grado de transición hasta el año 2011, siendo renovado el cupo para el año 2012 (Fl. 25).  Posteriormente, dicho instituto le renovó su ingreso para el año lectivo 2014 para cursar 5º de primaria y 6º de bachillerato en el 2015, pero estando matriculado para estudiar 7º, el 6 de abril de 2016, la señora Sandra Viviana Vega Flórez canceló la matrícula y el motivo de retiro fue al parecer para irse a otro país “Ecuador”, tal como se advierte en la información del estudiante J.A.A.V. (Fl. 27).  

Aunado a lo anterior, frente a la petición de la accionante para que el Instituto Agropecuario Veracruz le asignara a su hijo un cupo para la vigencia 2018 para cursar 7º de bachillerato, se evidencia que ese centro educativo le informó a la actora la problemática en dicho plantel a raíz del sobre cupo de estudiantes, por lo que la conminaron para que se presentara a otras sedes del municipio de Santa Rosa de Cabal cercanas igualmente a su domicilio (Fls. 4 y 5). 

5.6.  Enfrentadas las partes, esta Sala considera que al menor J.A.A.V. no se le vulneraron sus garantías constitucionales, toda vez que el mismo se encontraba matriculado en el colegio Bachillerato Bienestar Rural, del que no quedó acreditado que la calidad de educación es inapropiada, toda vez que ese plantel cuenta con un programa educativo con una metodología especial que garantiza una excelente prestación de dicho servicio, según lo dicho por la Secretaría Departamental de Educación. 

5.7.  Así las cosas, para la Sala los argumentos de la señora Vega Flórez en cuanto a que su hijo no recibe la educación pertinente en el centro educativo donde se encuentra matriculado no tiene fundamento alguno.  Además, se debe recordar que fue ella la que decidió retirar al menor del Instituto Agropecuario Veracruz en el año 2016 al parecer para salir del país, por lo que dicha institución no estaba en la obligación de mantener el cupo académico para la época en que quisiera volver a ingresar a la misma.  De tal manera, que aun cuando el menor J.A.A.V. goza de especial protección constitucional, se infiere que el deseo de su progenitora es ver a su hijo cursando estudios en el instituto donde inició su primaria, circunstancia que no lleva al juez de tutela al convencimiento de que sus garantías están siendo afectadas.  Por lo tanto, no se puede conceder el amparo invocado bajo la base de una hipótesis o afirmación no sustentada en una prueba veraz que demuestre la conculcación de un derecho fundamental, tal como lo reiteró la Corte Constitucional en la Sentencia T-130 de 2014 cuando dijo:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]..[17]
 En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la  T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   

 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”
5.8.  Igualmente, esta Colegiatura evidencia que la señora Vega Flórez tampoco logró demostrar que su hijo se encuentra ante un perjuicio irremediable que deba ser conjurado por esta vía constitucional, por el hecho de haber mencionado que no tiene la capacidad económica para asumir el costo del el transporte de su hijo hacia el plantel educativo donde se encuentra matriculado, toda vez que no allegó prueba alguna que permita inferir que la actora hubiera elevado alguna petición tendiente a que las entidades accionadas subsidiaran con el costo del transporte aludido. Frente a la procedencia de la demanda de amparo cuando el peticionario está frente a un daño inminente, la  Corte Constitucional ha reiterado que no basta con afirmar tal situación, sino que debe sustentarse y probarse tal dicho.  Al respecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-082 de 2016, señaló lo siguiente:
“Pese a la informalidad del amparo constitucional, el actor debe exteriorizar y sustentar los factores a partir de los cuales pretenda derivar el perjuicio irremediable, ya que la simple afirmación de su acaecimiento hipotético es insuficiente para justificar la procedencia la acción de tutela.  En concurrencia con los elementos configurativos que llevan a determinar que se está en presencia de un perjuicio irremediable, este Tribunal ha sostenido que, para que proceda la tutela como mecanismo de defensa transitorio, se requiere también verificar que dicho perjuicio se encuentre probado en el proceso. Sobre este particular, ha expresado la Corte que el juez constitucional no está habilitado para conceder el amparo transitorio, que por expresa disposición constitucional se condiciona a la existencia de un perjuicio irremediable, si el perjuicio alegado no aparece acreditado en el expediente, toda vez que el juez de tutela no está en capacidad de estructurar, concebir, imaginar o proyectar, por sí mismo, el contexto fáctico en el que ha tenido ocurrencia el presunto daño irreparable[9].
 
La posición que al respecto ha adoptado esta Corporación, reiterada en distintos fallos, no deja duda de que la prueba o acreditación del perjuicio irremediable es requisito fundamental para conceder el amparo. Por ello, ha señalado la Corte que quien promueva la tutela como mecanismo transitorio, no le basta con afirmar que su derecho se encuentra sometido a un perjuicio irremediable. Es necesario, además, que el afectado “explique en qué consiste dicho perjuicio, señale las condiciones que lo enfrentan al mismo y aporte mínimos elementos de juicio que le permitan al juez de tutela verificar la existencia del elemento en cuestión”. (Subrayas nuestras)
Por las razones expuestas, se confirmará el fallo estudiado. 
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 11 de diciembre de 2017 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Sandra Viviana Vega Flórez en contra del Instituto Agropecuario Veracruz y otro.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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